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Una vez realizada la consulta de antecedentes en la página Web de la Procuraduría General de la Nación, se pudo constar que en el certificado de antecedentes disciplinarios –fl 34- del señor Fidel Villanueva Villanueva le figura como anotación “INHABILIDAD PARA DESEMPEÑAR CARGOS PÚBLICOS LEY 734 ARTÍCULO 38 NUM. 1”. 

También se tiene que el actor a través de derecho de petición solicitó a la Procuraduría General de la Nación la corrección de su certificado de antecedentes –23 a 28-, la cual obtuvo respuesta negativa, según se deja ver en la comunicación No CGS 1633-2017 Sigdea E-2017-652656 y 653020. –fls 29 a 32-.

Tal y como es presentado el caso, no evidencia la Sala ninguna vulneración del derecho fundamental al habeas data, pues que la información registrada en sus antecedentes, se encuentra actualizada y ajustada a la realidad en tanto la inhabilidad para desempeñar cargos públicos, prevista en el artículo 38-1 del Código Único Disciplinario, se encuentra vigente en la medida que Villanueva Villanueva fue condenado a 6 años y 4 meses prisión por el delito de “acceso carnal abusivo con menor de 14 años”.

Lo anterior es así, como quiera que dicha inhabilidad, es independiente de las penas principal y accesoria que le fueron impuestas y permanece por un término de diez años, mientras que en este asunto solo han transcurrido 7 años, 4 meses y 14 días, por lo que no hay lugar a ordenar ninguna corrección en el certificado de antecedentes disciplinarios del accionante.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintinueve de agosto de dos mil diecisiete
Acta N°_____del 29 de agosto de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la Acción de Tutela propuesta por el señor FIDEL VILLANUEVA VILLANUEVA contra la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN.
ANTECEDENTES

Refiere el señor Fidel Villanueva Villanueva que mediante sentencia de fecha 1º de diciembre de 2008 fue declarado culpable por el Juzgado Promiscuo de la Virginia de la comisión de un delito y como consecuencia, le fue impuesta una condena de 76 meses de prisión y el mismo término de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas; que la pena fue cumplida el 14 de abril de 2015,y mediante auto del 27 de junio de 2016 y el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira declaró la extinción de la pena; no obstante haber sido informada de lo anterior la Procuraduría General de la Nación Grupo Siri, al consultar sus antecedente disciplinarios se reporta vigente la inhabilidad para contratar con el Estado por un término de diez años, comprendidos entre el 15 de abril de 2010 y el 14 de abril de 2020, es decir un lapso superior al impuesto en la sentencia penal.

Refiere que el día 17 de junio del presente año, presentó derecho de petición ante la Procuraduría General de la Nación solicitando la corrección de la información, pero ésta entidad, en escrito de fecha 12 de julio de igual año no accedió a sus pretensiones argumentando que la Ley 734 de 2002 impide la cancelación de las anotaciones.

Afirma que la negativa de la entidad no sólo le ha impedido ser contratado en el sector privado, sino que es vulneratoria de sus derechos fundamentales a la igualdad, al buen nombre, al trabajo, al debido proceso y a la dignidad humana, razón por la cual solicita su protección y como consecuencia se ordene a la Procuraduría General de la Nación Grupo Siri que realice la anotación correcta respecto a la permanencia de la inhabilidad que se registra en la página donde son consultados sus antecedentes disciplinarios.  
TRAMITE IMPARTIDO

Luego de admitida la acción de tutela en esta Sede, se concedió a la parte accionada el término de dos días para que se vincularan a la litis, dentro de los cuales dio oportuna respuesta a la misma.

Con relación a la vigencia de las anotaciones registradas en el Sistema SIRI, indica que este es un término legal dispuesto en el artículo 174 de la Ley 734 de 2002, disposición que fue objeto de control por parte la Corte Constitucional, encontrándola ajustada a la Carta Política –C-1066-2002-. 
Indica también que la Resolución No 461 de 2016 proferida por esa entidad,  clasifica los certificados entre ordinarios y especiales, los cuales contienen entre otra información, las sanciones ejecutoriadas impuestas por autoridad competente dentro de los cinco años anteriores a su expedición, aun cuando su duración sea inferior o instantánea y las sanciones e inhabilidades que se encuentran vigentes al momento de su expedición aunque hayan transcurrido más de cinco años desde la ejecutoria del fallo que las impuso. El certificado especial contiene además, las inhabilidades interporales previstas para determinados cargos en la Constitución Política y las Leyes vigentes a la fecha de su expedición.

Refiere además que el artículo 38 de la Ley 734 de 2002 establece que también constituye inhabilidad para desempeñar cargos públicos, haber sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito doloso dentro de los diez años anteriores, siendo éste el caso del actor, pues le fue impuesta una condena de 76 meses de prisión, de allí que su certificado de antecedentes disciplinarios reporte una inhabilidad igual a 10 años, vigente entre el 15 de abril de 2010, fecha de ejecutoria del fallo, hasta el 14 de abril de 2020.

Indica demás que este tipo de anotación no constituye una sanción propiamente dicha sino una consecuencia que se deriva de las situaciones fijadas en la Ley y no responde a la actuación de funcionario judicial o administrativo alguna, pero que impide a la persona desempeñar cargos dentro de la administración pública.
Hace notar también la confusión que tiene el actor respecto a su certificado de antecedentes disciplinarios, pues la inhabilidad para contratar con el Estado, concurre en relación con la pena accesoria impuestas mediante sentencia judicial, conforme lo prevé el literal d) numeral 1º del artículo 8º de la Ley 80 de 1993, la cual en esta caso, se desactivó automáticamente de su certificado de antecedes disciplinarios el 14 de abril de 2015, cuando se cumplió el término de cinco años establecido en el artículo 174 de la Ley 734 de 2002, quedando registrada en sus antecedentes solo la prevista en el numeral 1º del artículo 38 ibídem.
Concluye que a menos que medie orden judicial que deje sin efecto la sentencia que impuso la sanción, las anotaciones en sus antecedentes se mantienen en el certificado ordinario y en el especial, precisando que en este último siempre se van a anotar todos los registros sin consideración a la época en que se causaron.

Por lo expuesto, indica que no ha vulnerado derecho alguno del accionante y por esa razón debe ser negada la presente acción constitucional.   
CONSIDERACIONES

PROBLEMAS JURÍDICOS

¿Se vulneran los derechos reclamados como vulnerados, al continuar registrándose en los antecedentes disciplinarios a pesar de haber cumplido la pena privativa de la libertad y la accesoria consistente en la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas?
¿Se dan en el presente asunto los requisitos de procedibilidad para legitimar la intervención del juez de tutela?
Antes de abordar el primero de los interrogantes formulados, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

1. ANALISIS DE DERECHOS NO INVOCADOS POR EL ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado: 


"En cuanto a los derechos invocados, la informalidad de la tutela y la necesidad de pronta resolución son características, suficientemente escudriñadas por la doctrina constitucional, que impiden exigir al solicitante un mínimo de conocimientos jurídicos, menos todavía si se pretende que haga encajar sus circunstancias, con absoluta precisión, en el articulado de la Carta Política. 


"Por ello, si el juez encuentra afectados derechos no invocados por el petente, no sólo puede sino que debe referirse a ellos en su sentencia y decidir lo pertinente, impartiendo las órdenes necesarias para su cabal y plena defensa. De tal empeño depende la eficacia de la acción y el consiguiente imperio de los mandatos constitucionales. 


"El juez, especialmente en materia de tutela, tiene a su cargo un papel activo, independiente, que implica la búsqueda de la verdad y de la razón, y que riñe con la estática e indolente posición de quien se limita a encontrar cualquier defecto en la forma de la demanda para negar el amparo que de él se impetra". 
 
2. HABEAS DATA

Consagrado en el artículo 15 Superior, el derecho al hábeas data es aquel que permite a las personas naturales y jurídicas, conocer, actualizar y rectificar la información que sobre ellas se haya recolectado en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas, a la vez que impone la obligación de respetar la libertad y demás garantías constitucionales en el ejercicio de las actividades de recolección, tratamiento y circulación de datos. 

Es así, que en desarrollo de éste derecho constitucional la administración está llamada a permitir que el administrado conozca, actualice, rectifique y corrija la información que sobre él se recolecta y publica.
Sin embargo, la protección de tal garantía no es automática, ya que se requiere conforme lo dispone el numeral 6° y 7° del artículo 42 del Decreto 2591 de 1991, que el accionante haya presentado solicitud previa a la entidad correspondiente, con el objetivo de que sea corregido, aclarado, rectificado o actualizado el dato o la información que ha sido reportada a las bases de datos. 

3. CERTIFICADO DE ANTECEDENTES 

Conforme lo dispone el  artículo 174 del Código Único Disciplinario, “Las sanciones penales y disciplinarias, las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las decisiones de pérdida de investidura y de las condenas proferidas contra servidores, ex servidores públicos y particulares que desempeñen funciones públicas en ejercicio de la acción de repetición o llamamiento en garantía, deberán ser registradas en la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación, para efectos de la expedición del certificado de antecedentes.”

Indica también la referida disposición que “La certificación de antecedentes deberá contener las anotaciones de providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momento.” (Negrilla para resaltar).
Dicha normatividad fue declarada exequible mediante sentencia C–1066 de 2002.

A su vez, el artículo 38 de la misma disposición, en su numeral 1º establece:

“Otras inhabilidades. También constituyen inhabilidades para desempeñar cargos públicos, a partir de la ejecutoria del fallo, las siguientes:

1. Además de la descrita en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política, haber sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito doloso dentro de los diez años anteriores, salvo que se trate de delito político”

4. CONSULTA DE LOS ANTECEDENTES EN LA PÁGINA WEB DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN.

Al consultar los antecedentes a través de la plataforma habilitada por la Procuraduría General de la Nación para tal fin, a los usuarios se les informa: 

“El certificado de antecedentes ordinario, refleja las anotaciones de las sanciones impuesta en los últimos cinco (5) años, al cabo de los cuales, el sistema inactiva automáticamente el registro salvo que la sanción supere dicho término, caso en el cual el antecedente se reflejará hasta que dicho término expire.
El certificado de antecedentes especial, refleja todas las anotaciones que figuren en la base de datos, y se expide para acreditar requisitos de cuya elección, designación o nombramiento y posesión exige ausencia total o parcial de antecedentes.
5. CASO CONCRETO

Sea lo primero advertir que a pesar de que el demandante solicita en la acción de tutela la protección de sus derechos fundamentales a vida, a la igualdad, al buen nombre, al trabajo y al debido proceso, advierte la Sala, que su inconformidad radica básicamente con la información que se registra al consultar sus antecedentes a pesar de la extinción de la condena proferida en su contra, motivo por el cual será el derecho fundamental Habeas Data del cual se ocupe esta providencia.
Una vez realizada la consulta de antecedentes en la página Web de la Procuraduría General de la Nación, se pudo constar que en el certificado de antecedentes disciplinarios –fl 34- del señor Fidel Villanueva Villanueva le figura como anotación “INHABILIDAD PARA DESEMPEÑAR CARGOS PÚBLICOS LEY 734 ARTÍCULO 38 NUM. 1”. 
También se tiene que el actor a través de derecho de petición solicitó a la Procuraduría General de la Nación la corrección de su certificado de antecedentes –23 a 28-, la cual obtuvo respuesta negativa, según se deja ver en la comunicación No CGS 1633-2017 Sigdea E-2017-652656 y 653020. –fls 29 a 32-.
Tal y como es presentado el caso, no evidencia la Sala ninguna vulneración del derecho fundamental al habeas data, pues que la información registrada en sus antecedentes, se encuentra actualizada y ajustada a la realidad en tanto la inhabilidad para desempeñar cargos públicos, prevista en el artículo 38-1 del Código Único Disciplinario, se encuentra vigente en la medida que Villanueva Villanueva fue condenado a 6 años y 4 meses prisión por el delito de “acceso carnal abusivo con menor de 14 años”.
Lo anterior es así, como quiera que dicha inhabilidad, es independiente de las penas principal y accesoria que le fueron impuestas y permanece por un término de diez años, mientras que en este asunto solo han transcurrido 7 años, 4 meses y 14 días, por lo que no hay lugar a ordenar ninguna corrección en el certificado de antecedentes disciplinarios del accionante.
Adicionalmente, se tiene que a pesar de argumentar en la demanda que en virtud a la anterior anotación no ha logrado que lo contraten en el sector privado, esta es una limitante libremente usada por particulares que tienen criterios de selección basados en la información que registran los aspirantes en sus antecedentes disciplinarios, que ninguna injerencia puede recibir por parte del juez Constitucional.
Ahora, si lo que se quiere es la inaplicación del artículo 38-1 de la Ley 734 de Código Único Disciplinario, que por ser una norma general y abstracta, escapa a la órbita proteccionista de la tutela, conforme lo dispone el artículo 6 numeral 5º del Decreto 2591 de 1991, que encuentra a éste mecanismo improcedente “cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”, se debe acudir a la vía ordinaria, en este caso ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo,  para que a través del procedimiento adecuado se analicen sus pretensiones. 
Todo lo expuesto, permite concluir a la Sala, que no existe mérito para instar a la Procuraduría General de la Nación a que corrija en su base de datos los antecedentes disciplinarios que obran en contra del actor, ya que que ni están dadas las condiciones legales, ni resulta procedente ordenar la protección constitucional en los términos solicitados, por tal motivo, se negará el amparo perseguido.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE
PRIMERO: NEGAR la protección constitucional solicitada por el señor FIDEL VILLANUEVA VILLANUEVA.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes, comunicándoles que cuentan con el término de tres días hábiles para impugnar la decisión. 

TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES    OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Corte Constitucional. Sentencia T-463/96, MP: José Gregorio Hernández Galindo
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